El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 

Asunto


:


                       Auto  2ª instancia-17 de agosto de 2018

Proceso: 

                    Ejecutivo 

Radicación:


              

  66001-31-03-003-2015-00344-01


Demandante:             UCIMED S.A
Demandados:        La Nación – Policía Nacional De Colombia – Dirección General   del Ámbito Administrativo, Dirección De Sanidad De Risaralda.

Magistrado: 

               Jaime Alberto Saraza Naranjo

TEMAS:
                 PROCESO EJECUTIVO/ REVISIÓN OFICIOSA DE LOS REQUISITOS DEL TITULO EJECUTIVO CUANDO LA ORDEN DE PAGO HABÍA SIDO EXPEDIDA/  TESIS DEL ANTIPROCESALISMO/ PRINCIPIO DE PREVALENCIA DEL DERECHO SUSTANCIAL SOBRE EL FORMAL/ PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES  FACTURA ELECTRÓNICA/ 
Así que, ante la consolidada interpretación que a la nueva regulación le da el máximo órgano en la jurisdicción ordinaria, nada de exótico puede hallarse en que la funcionaria de primer grado hubiese optado por revisar los requisitos formales del título, de oficio, lo que hizo en los albores del proceso, producto del recurso de reposición que por otras razones, relacionadas estrictamente con las medidas cautelares, propuso la parte ejecutada. Con ello, si su decisión hubiese sido acertada, se evitaría una situación adversa posterior que pudiera dar al traste con las aspiraciones de las partes de ponerle fin a su conflicto y un desgaste procesal innecesario.  

(…)

Intelección que 
tiene entre sus antecedentes, dictados por la misma corporación, las providencias STC18432-2016 del 15 dic de 2016, rad. 2016-00440-01 y la T 1100102030002017 del 5 de abril de 2017, en las que se deja abierta la posibilidad para que el funcionario analice nuevamente los aspectos formales del título valor, incluso a la luz del CGP. De hecho, recientemente fue reiterada, en la sentencia STC8424-2018, del 3 de julio del corriente año, con ponencia del Magistrado Luis Armando Tolosa Villabona

Dejado en claro que, a pesar de la restricción normativa, de acuerdo con los planteamientos de la Corte puede ocurrir que se enmiende la omisión del juez al revisar los requisitos sustanciales del título ejecutivo, corresponde a la Sala analizar la resolución que revocó la orden de pago por carecer de uno de ellos el que fue allegado con la demanda, concretamente, la firma digital o electrónica, porque, en concepto del juez, se trata de una factura electrónica.

(…) 

Lo que se conoce es que mediante resolución 00076 del 1° de diciembre de 2016, la DIAN calificó algunos contribuyentes y agentes de retención como grandes contribuyentes; para luego, con la Resolución 6 de febrero de 2018, seleccionar a esos mismos contribuyentes con el fin de facturar electrónicamente, en cumplimiento de normas tales como los artículos 615, 511, 618, 684-2 del estatuto tributario, 26 de la Ley 962 de 2015, el decreto 2242 de 2015, el Decreto único Reglamentario 1625 de 2016, el artículo 308 de la Ley 1819 de 2016. 

Incluso, en la página de la DIAN reposa la respuesta ofrecida a la Viceministra de Protección Social, del 28 de junio del presente año, mediante el cual la Dirección de Impuestos amplió los plazos para las empresas del sector salud incluidas en tales resoluciones, para implementar la factura electrónica.

Con lo cual se concluye que, de momento, nada demuestra que UCIMED S.A. sea una de aquellas entidades habilitadas o sometidas a la expedición de la factura electrónica que el Juzgado echó de menos en este caso, así que, se reitera, si esa fue la razón de la revocatoria del mandamiento ejecutivo, la decisión se cae por su propio peso. 
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Expediente 66001-31-03-003-2015-00344-01


Resuelve esta Sala Unitaria el recurso de apelación que la parte demandante interpuso contra el auto del 9 de marzo pasado, proferido por el Juzgado Tercero Civil  del Circuito de Pereira, en el proceso ejecutivo iniciado por UCIMED S.A frente a La Nación – Policía Nacional de Colombia – Dirección General del Ámbito Administrativo, Dirección de Sanidad de Risaralda.
ANTECEDENTES

En el referido auto, el Juzgado revocó la orden de pago proferida el 14 de septiembre de 2017 y, en su lugar, lo denegó, con el argumento de que al realizar de oficio una nueva revisión de las facturas de venta aportadas como base de recaudo, ninguna cumple a cabalidad con los requisitos contemplados en el artículo 3 del Decreto 2242 de 2015, específicamente el literal d) que impone “Incluir firma digital o electrónica como elemento para garantizar autenticidad e integridad de la factura electrónica desde su expedición hasta su conservación, de acuerdo con la Ley 962 de 2005 en concordancia con la Ley 527 de 1999, el Decreto 2364 de 2012, el Decreto 333 de 2014 y las normas que los modifiquen, adicionen o sustituyan, y de acuerdo con la política de firma que establezca la DIAN”. En tales condiciones, y con fundamento en lo reglado por el Decreto 1349 de 2016, artículo 2.2.253.1 en su parágrafo 3º, no se pueden tener como títulos valores. 
Inconforme con la decisión, el asesor judicial del demandante interpuso reposición y en subsidio apelación, recursos que sustentó en el hecho de que dichas facturas constituyen un título ejecutivo complejo dado que constan de un contrato de prestación de servicios, las cuentas de cobro debidamente radicadas y las facturas que soportan los servicios de salud prestados; citó el artículo 7 del Decreto Ley 1281, que expresa que quienes se encuentren obligados al pago de los servicios, no pueden condicionar el pago a los prestadores de servicios de salud a requisitos distintos a la existencia de autorización precisa o contrato cuando se requiera y a la demostración efectiva de la prestación de servicios. Agregó que se acreditó el acta de compromiso de pago, donde se evidenció la realidad de la totalidad de las facturas cobradas, y que se cumple con lo dispuesto en el artículo 31 del Decreto 4747, que se refiere a las facturas de prestación de servicios,     
El juzgado mantuvo su decisión bajo el fundamento de que las facturas aportadas y que soportan los servicios de salud prestados carecen de la firma digital o electrónica y el hecho de ser un título ejecutivo complejo, como alega el recurrente, no exime que cada uno de los documentos que lo integran cumplan los requisitos legales exigidos para que se constituyan en la base de la ejecución. 




CONSIDERACIONES

1. Se trata de definir en este caso dos aspectos relevantes: i) aunque no es objeto de réplica, si es pertinente volver a estudiar los requisitos formales del título que sirvió de base para librar mandamiento de pago aunque el ejecutado hubiese guardado silencio; y, en caso positivo, ii) si los títulos aportados con la demanda, según el funcionario facturas electrónicas, incumplen los requisitos legales, en especial el de la firma digital, o por el contario, este es innecesario, dado que se trata de un título complejo, teniendo presente el contrato de prestación de servicio que rige la relación entre las partes, como lo alega el recurrente.
2. El texto original del Código de Procedimiento Civil en  el artículo 497 señalaba, simplemente, que presentada la demanda acompañada de un documento que prestara mérito ejecutivo, el juez libraría el mandamiento de pago respectivo. Así que, ante el silencio de la norma, era aceptado que en cualquier fase del proceso la parte demandada pusiera de presente al juez la falta de requisitos sustanciales del título, para que este analizara esa situación en la sentencia respectiva. 
A partir del 12 de julio de 2010, la cuestión cambió, porque el canon 29 de la Ley 1395 de ese año, adicionó un inciso a ese artículo 497, en virtud del cual, los requisitos formales del título ejecutivo solo podían discutirse mediante el recurso de reposición contra la orden ejecutiva, pues, con posterioridad, no se admitiría controversia alguna sobre ellos por cuenta de las partes; mas, quedó vigente el control oficioso de legalidad que correspondía al juez, lo que le permitía, por su propia iniciativa, al momento de dictar sentencia, resivar tales exigencias formales. 

Hoy, en sentir de esta Sala, existe una regla diáfana en el Código General del proceso, inserta en el artículo 430, que dice: 
“Presentada la demanda acompañada de documento que preste mérito ejecutivo, el juez librará mandamiento ordenando al demandado que cumpla la obligación en la forma pedida, si fuere procedente, o en la que aquél considere legal.

Los requisitos formales del título ejecutivo sólo (sic) podrán discutirse mediante recurso de reposición contra el mandamiento ejecutivo. No se admitirá ninguna controversia sobre los requisitos del título que no hayan sido planteada por medio de dicho recurso. En consecuencia, los defectos formales del título ejecutivo no podrán reconocerse o declararse por el juez en la sentencia o en el auto que ordene seguir adelante la ejecución, según fuere el caso (se resalta).







Norma que, a simple vista, es clara, al indicar que cualquier inconformidad frente a los requisitos formales del título ejecutivo, entendidas como las que impone el artículo 422 del mismo estatuto, esto es, que se trate de una obligación contenida en un documento proveniente del deudor y que sea clara, expresa y exigible, debe ser discutida en un único momento del proceso: mediante el recurso de reposición contra el mandamiento ejecutivo, porque luego se cierran las puertas a un debate sobre los mismos, incluso se veda al juez para referirse a ellos en la sentencia. 

Esto tiene una clara intención, que es la de privilegiar el derecho sustancial sobre las formas, para que no ocurra, como antes, que después de un tortuoso trámite de varios años, el juez de primer grado, cuando no era el de segunda instancia, concluyeran que todo el entramado procesal y probatorio fue inocuo, porque al título le faltaba una de tales exigencias que nunca fue detectada desde el comienzo. Pero, además, la autonomía de la voluntad, porque, ya que no se dio paso al interesante proceso monitorio para obligaciones de menor y mayor cuantía, para los procesos de esta estirpe, se introdujo una regla que, si se quiere, guarda alguna similitud, por cuanto, si el ejecutado guarda silencio sobre las formalidades del título que se le enrostra, lo que está haciendo es reconocer que, en realidad, la obligación es cierta y exigible, sin perjuicio de las excepciones que para malograr el interés del ejecutante pueda proponer, diferentes a las que tengan qué ver con tales requisitos. 

Tan claro parece ser esto, que incluso el mismo artículo 430, en otra interesante innovación, dispuso que si por causa de ese recurso de reposición, que permite revisar las deficiencias del título, se revoca el mandamiento de pago, el demandante puede, dentro de los cinco días siguientes, presentar demanda ante el mismo juez para que se adelante el proceso declarativo dentro del mismo expediente, situación, que bueno sea decirlo de paso, no tuvo en cuenta el juzgado al revocar la orden ejecutiva. 

Voces hay, que aplauden la regulación actual
-
,. Otras, sin embargo, que pregonan lo desafortunado de la misma, porque, por un lado, se limita el derecho de defensa del ejecutado; y por el otro, se desconoce que otras normas, como el artículo 784 del C. de Comercio, están vigentes y que algunas de las excepciones allí previstas contra la acción cambiaria, tienen que ver, justamente, con las formalidades del título
. En esto último bastante de razonable hay, porque, tratándose de títulos valores, existen disposiciones especiales que regulan la materia. 


Ahora, al margen de estas encontradas posiciones, y de lo que interpreta esta Sala, la situación se ha trasladado al entorno constitucional, al menos por ahora, de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, que en sede de tutela ha dicho: 
“Los funcionarios judiciales han de vigilar que al interior de las actuaciones procesales perennemente se denote que los diversos litigios, teleológicamente, lo que buscan es dar prevalencia al derecho sustancial que en cada caso se disputa (artículos 228 de la Constitución Política y 11 del Código General del Proceso); por supuesto, ello comporta que a los juzgadores, como directores del proceso, legalmente les asiste toda una serie de potestades, aun oficiosas, para que las actuaciones que emprendan atiendan la anotada finalidad, mismas que corresponde observarlas desde la panorámica propia de la estructura que constituye el sistema jurídico, mas no desde la óptica restricta derivada de interpretar y aplicar cada aparte del articulado de manera aislada.
Entre ellas, y en lo que atañe con el control que oficiosamente ha de realizarse sobre el título ejecutivo que se presenta ante la jurisdicción en pro de soportar los diferentes recaudos, ha de predicarse que si bien el precepto 430 del Código General del Proceso estipula, en uno de sus segmentos, en concreto en su inciso segundo, que «[l]os requisitos formales del título ejecutivo sólo podrán discutirse mediante recurso de reposición contra el mandamiento ejecutivo. No se admitirá ninguna controversia sobre los requisitos del título que no haya sido planteada por medio de dicho recurso. En consecuencia, los defectos formales del título ejecutivo no podrán reconocerse o declararse por el juez en la sentencia o en el auto que ordene seguir adelante la ejecución, según fuere el caso», lo cierto es que ese fragmento también debe armonizarse con otros que obran en esa misma regla, así como también con otras normas que hacen parte del entramado legal, verbigracia, con los cánones 4º, 11, 42-2º y 430 inciso 1º ejusdem, amén del mandato constitucional enantes aludido.
Por ende, mal puede olvidarse que así como el legislador estipuló lo ut supra preceptuado, asimismo en la última de las citadas regulaciones, puntualmente en su inciso primero, determinó que «[p]resentada la demanda acompañada de documento que preste mérito ejecutivo, el juez librará mandamiento ordenando al demandado que cumpla la obligación en la forma pedida, si fuere procedente, o en la que aquel considere legal» (se relieva).
De ese modo las cosas, todo juzgador, no cabe duda, está habilitado para volver a estudiar, incluso ex officio y sin límite en cuanto atañe con ese preciso tópico, el título que se presenta como soporte del recaudo, pues tal proceder ha de adelantarlo tanto al analizar, por vía de impugnación, la orden de apremio impartida cuando la misma es de ese modo rebatida, como también a la hora de emitir el fallo con que finiquite lo atañedero con ese escrutinio judicial, en tanto que ese es el primer aspecto relativamente al cual se ha de pronunciar la jurisdicción, ya sea a través del juez a quo, ora por el ad quem.
Y es que, como la jurisprudencia de esta S. lo pregonó en plurales oportunidades relativamente a lo al efecto demarcado por el Código de Procedimiento Civil, lo cual ahora también hace en punto de las reglas del Código General del Proceso, para así reiterar ello de cara al nuevo ordenamiento civil adjetivo, ese proceder es del todo garantista de los derechos sustanciales de las partes trabadas en contienda, por lo que no meramente se erige como una potestad de los jueces, sino más bien se convierte en un «deber» para que se logre «la igualdad real de las partes» (artículos 4º y 42-2º del Código General del Proceso) y «la efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustancial» (artículo 11º ibidem).
Ese entendido hace arribar a la convicción de que el fallador mal puede ser un convidado de piedra del litigio, sino que, en cambio, antes que otra cosa, tiene que erigirse dentro del juicio en un defensor del bien superior de la impartición de justicia material. Por tanto, así la cita jurisprudencial que a continuación se transcribe haya sido proferida bajo el derogado Código de Procedimiento Civil, la misma cobra plena vitalidad para predicar que del mismo modo, bajo la vigencia del Código General del Proceso:
[T]odo juzgador, sin hesitación alguna, […] sí está habilitado para estudiar, aun oficiosamente, el título que se presenta como soporte del pretenso recaudo ejecutivo, pues tal proceder ha de adelantarlo tanto al analizar, por vía de impugnación, la orden de apremio dictada cuando la misma es rebatida, y ello indistintamente del preciso transfondo del reproche que haya sido efectuado e incluso en los eventos en que las connotaciones jurídicas de aquel no fueron cuestionadas, como también a la hora de emitir el fallo de fondo con que finiquite lo atañedero con ese escrutinio judicial, en tanto que tal es el primer tópico relativamente al cual se ha de pronunciar a fin de depurar el litigio de cualesquiera irregularidad sin que por ende se pueda pregonar extralimitación o desafuero en sus funciones, máxime cuando el proceso perennemente ha de darle prevalencia al derecho sustancial (artículo 228 Superior) (denótase).
Por supuesto, tal deber, valga apuntarlo, parejamente es predicable «en tratándose de sentencias de segundo grado en las que el recurso vertical no gravita sobre dicho tema, [sin que] se pueda predicar afrenta alguna al principio de la no reformatio in pejus por causa de dicho emprendimiento, ello porque para que la mentada irregularidad se estructure es menester, entre otras cosas, que “la enmienda no obedezca a una necesidad impuesta por razones de carácter lógico o jurídico atinentes a la consistencia misma del pronunciamiento jurisdiccional” (CSJ SC, 9 ago. 1995, rad. 5093), cual es lo opuesto a lo que sucede en tales análisis, en virtud a que sería del todo desatinado esperar un pronunciamiento “de fondo” en un litigio ejecutivo en que el título no está plenamente configurado, ya que, por sustracción de materia, ese proceder devendría inane». Claro, esta Corporación señaló al respecto, en CSJ STC, 9 feb. 2012, rad. 2011-02157-01, que «[f]rente a alegada vía de hecho del ad-quem por analizar previamente las formalidades que debía contener el referido título valor, sin que se hubiese propuesto como “excepción” por el demandado dentro del litigio en mención, cabe recordar que la jurisprudencia de la Sala ha reiterado que “el juzgador de segunda instancia puede en el fallo volver a examinar el título ejecutivo adosado, a efectos de corroborar la idoneidad del mismo para servir de báculo de la ejecución por ser la obligación en él contenida clara, expresa y exigible, independientemente de que la misma no haya sido objeto de discusión dentro del recurso de alzada formulado contra la decisión de primera instancia, pudiendo aún revocar la orden de pago primigenia, sin que ello implique extralimitación de su competencia» (sublineado original).
En conclusión, la hermenéutica que ha de dársele al canon 430 del Código General del Proceso no excluye la «potestad-deber» que tienen los operadores judiciales de revisar «de oficio» el «título ejecutivo» a la hora de dictar sentencia, ya sea esta de única, primera o segunda instancia (ello es predicable, en línea de generalísimo principio, respecto de todos los procesos ejecutivos y no meramente de los de alimentos de que aquí se viene tratando en particular), dado que, como se precisó en CSJ STC, 8 nov. 2012, rad. 2012-02414-00, «en los procesos ejecutivos es deber del juez revisar los términos interlocutorios del mandamiento de pago, en orden a verificar que a pesar de haberse proferido, realmente se estructura el título ejecutivo (…) Sobre esta temática, la Sala ha indicado que “la orden de impulsar la ejecución, objeto de las sentencias que se profieran en los procesos ejecutivos, implica el previo y necesario análisis de las condiciones que le dan eficacia al título ejecutivo, sin que en tal caso se encuentre el fallador limitado por el mandamiento de pago proferido al comienzo de la actuación procesal” […]» (se resaltó).
De modo que la revisión del título ejecutivo por parte del juez, para que tal se ajuste al canon 422 del Código General del Proceso, debe ser preliminar al emitirse la orden de apremio y también en la sentencia que, con posterioridad, decida sobre la litis, inclusive de forma oficiosa.”

Intelección que 
tiene entre sus antecedentes, dictados por la misma corporación, las providencias STC18432-2016 del 15 dic de 2016, rad. 2016-00440-01 y la T 1100102030002017 del 5 de abril de 2017, en las que se deja abierta la posibilidad para que el funcionario analice nuevamente los aspectos formales del título valor, incluso a la luz del CGP. De hecho, recientemente fue reiterada, en la sentencia STC8424-2018, del 3 de julio del corriente año, con ponencia del Magistrado Luis Armando Tolosa Villabona. 
Así que, ante la consolidada interpretación que a la nueva regulación le da el máximo órgano en la jurisdicción ordinaria, nada de exótico puede hallarse en que la funcionaria de primer grado hubiese optado por revisar los requisitos formales del título, de oficio, lo que hizo en los albores del proceso, producto del recurso de reposición que por otras razones, relacionadas estrictamente con las medidas cautelares, propuso la parte ejecutada. Con ello, si su decisión hubiese sido acertada, se evitaría una situación adversa posterior que pudiera dar al traste con las aspiraciones de las partes de ponerle fin a su conflicto y un desgaste procesal innecesario.  
No se trataba propiamente de aplicar la anunciada tesis del antiprocesalismo, que no en cualquier caso tiene cabida; sino de la revisión oficiosa de los requisitos del título sobre la que insiste la citada jurisprudencia. 

Claro que, se reitera, como el mandamiento ejecutivo ya se había librado y fue producto de la intervención de la entidad demandada que se dejó sin efecto, lo atinado hubiera sido que, entonces, se le diera aplicación a la misma norma, dejando al arbitrio de la demandante promover, dentro de los cinco días siguientes, la correspondiente demanda para iniciar el proceso declarativo que resultara del caso. 

3. Dejado en claro que, a pesar de la restricción normativa, de acuerdo con los planteamientos de la Corte puede ocurrir que se enmiende la omisión del juez al revisar los requisitos sustanciales del título ejecutivo, corresponde a la Sala analizar la resolución que revocó la orden de pago por carecer de uno de ellos el que fue allegado con la demanda, concretamente, la firma digital o electrónica, porque, en concepto del juez, se trata de una factura electrónica.
Para ello bastará decir que la razón de esa decisión estriba en que los documentos que soportan la ejecución, se apartan de la regulación sobre la factura electrónica y sus requisitos, previstos en los Decretos 2242 de 2015 y 1349 de 2016, y tal apreciación es indiscutible. 

Pero sucede que la funcionaria pasó por alto que desde el estatuto tributario está previsto que debe existir una habilitación de aquellas actividades, personas o empresas que deban expedir ese tipo de factura. 


El artículo 616-1 de tal estatuto, que, además, fue modificado por el 308 de la Ley 1819 de 2016, dispone, en sus parágrafos, que: 

PARÁGRAFO 2º. El Gobierno nacional podrá reglamentar la factura de venta y los documentos equivalentes, indicando los requisitos del artículo 617 de este estatuto que deban aplicarse para cada sistema de facturación, o adicionando los que considere pertinentes, así como señalar el sistema de facturación que deban adoptar los obligados a expedir factura de venta o documento equivalente. La Administración Tributaria podrá establecer las condiciones, los términos y los mecanismos técnicos y tecnológicos para la generación, numeración, validación, expedición, entrega al adquirente y la transmisión de la factura o documento equivalente, así como la información a suministrar relacionada con las especificaciones técnicas y el acceso al software que se implemente, la información que el mismo contenga y genere y la interacción de los sistemas de facturación con los inventarios, los sistemas de pago, el IVA, el impuesto nacional al consumo, la retención en la fuente que se haya practicado y en general con la contabilidad y la información tributaria que legalmente sea exigida.

La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales deberá adecuar su estructura, para garantizar la administración y control de la factura electrónica, así como para definir las competencias y funciones en el nivel central y seccional, para el funcionamiento de la misma.

PARÁGRAFO 3o. El Gobierno nacional podrá reglamentar los procedimientos, condiciones y requisitos para la habilitación de los proveedores autorizados para validar y transmitir factura.

PARÁGRAFO TRANSITORIO 1o. Los requisitos, condiciones y procedimientos establecidos en el presente artículo, serán reglamentados por el Gobierno nacional; entre tanto aplicarán las disposiciones que regulan la materia antes de la entrada en vigencia de la presente ley.

PARÁGRAFO TRANSITORIO 2o. Los contribuyentes obligados a declarar y pagar el IVA y el impuesto al consumo deberán expedir factura electrónica a partir del 1o de enero de 2019 en los términos que establezca el reglamento. Durante las vigencias fiscales del 2017 y 2018 los contribuyentes obligados por las autoridades tributarias para expedir factura electrónica serán seleccionados bajo un criterio sectorial conforme al alto riesgo de evasión identificado en el mismo y del menor esfuerzo para su implementación.
Entre tanto, el Decreto 2242 de 2º15, que le sirvió de soporte al Juzgado, señala en su artículo 8°, lo siguiente: 
Artículo 10. Habilitación para expedir factura electrónica. Para expedir factura electrónica en el ámbito de este Decreto, deberá surtirse el procedimiento de habilitación que señale la DIAN y que contemplará como mínimo las condiciones que se indican a continuación. Quienes se encuentran obligados a facturar electrónicamente serán sancionados por el incumplimiento en los términos y/o condiciones establecidos en este decreto para la adopción y expedición de la factura electrónica, de conformidad con los artículos 684-2 y 657 del Estatuto Tributario y el artículo 183 de la Ley 1607 de 2012.
1. Para personas naturales o jurídicas que de acuerdo con el Estatuto Tributario tienen la obligación de facturar y sean seleccionadas por la DIAN.

La DIAN mediante resolución de carácter general seleccionará de manera gradual las personas naturales o jurídicas que deberán facturar electrónicamente de acuerdo con la clasificación de actividades económicas adoptada por la DIAN a través de la Resolución 000139 de 2012 y las que la modifiquen o sustituyan, dentro de los sectores que se definen a continuación:

a) Agricultura, ganadería, caza, silvicultura y pesca.
b) Explotación de minas y canteras.
c) Industrias manufactureras
d)  Suministro de electricidad, gas, vapor y aire acondicionado
e)  Distribución de agua; evacuación y tratamiento de aguas residuales, gestión de desechos y actividades de saneamiento ambiental.
f)  Construcción.
g)  Comercio al por mayor y al por menor; reparación de vehículos automotores y motocicletas
h)  Transporte y almacenamiento.

i)  Alojamiento y servicios de comida.
j)  Información y comunicaciones.
k)  Actividades financieras y de seguros.
l)  Actividades inmobiliarias.
m) Actividades profesionales, científicas y técnicas.
n)  Actividades de servicios administrativos y de apoyo.
o)  Educación
p)  Actividades de atención de la salud humana y de asistencia social.
q)  Actividades artísticas, de entretenimiento y recreación.
r)  Otras actividades de servicios.

En todo caso, la selección que haga la DIAN deberá efectuarse teniendo en cuenta que se trate de sujetos obligados a facturar y atenderá, entre otros, a criterios tales como: volumen de operaciones, ingresos, patrimonio, importancia en el recaudo, nivel de riesgo, cumplimiento de obligaciones tributarias, solicitantes de devoluciones, zonas urbanas y/o rurales.

Las resoluciones de la DIAN que fijen los seleccionados obligados a facturar electrónicamente entrarán en vigencia en un plazo no inferior a tres meses después de su publicación en el Diario Oficial. Lo anterior, sin perjuicio del plazo adicional de tres meses que otorga el artículo 684-2 del Estatuto Tributario para que la DIAN pueda hacer exigible la facturación electrónica y de la condición establecida en el parágrafo del artículo primero del presente decreto.

Una vez la DIAN publique las respectivas resoluciones de seleccionados para facturar electrónicamente, los mismos deberán, directamente o a través de un proveedor tecnológico autorizado, surtir satisfactoriamente las pruebas tecnológicas que establezca la Entidad, tendientes a demostrar el cumplimiento de las condiciones técnicas de expedición (generación – entrega) de la factura electrónica, recibo, rechazo, y las demás condiciones tecnológicas y operativas establecidas.

A su paso, el artículo 2.,2.2.53.20 del Decreto 1349 de 2016, que también trae a colación la funcionaria, si es que el mismo fuera aplicable al sector salud, señala que: 

“Factura electrónica con fines de masificación y control fiscal. Con la publicación del presente Decreto se entiende cumplido dispuesto en el parágrafo del artículo 1 del Decreto 2242 de 2015. En consecuencia, a partir de la publicación del presente acto administrativo, la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales DIAN podrá establecer la obligación de facturar electrónicamente y por tanto seleccionar a los obligados a facturar electrónicamente.
Lo que se conoce es que mediante resolución 00076 del 1° de diciembre de 2016, la DIAN calificó algunos contribuyentes y agentes de retención como grandes contribuyentes; para luego, con la Resolución 6 de febrero de 2018, seleccionar a esos mismos contribuyentes con el fin de facturar electrónicamente, en cumplimiento de normas tales como los artículos 615, 511, 618, 684-2 del estatuto tributario, 26 de la Ley 962 de 2015, el decreto 2242 de 2015, el Decreto único Reglamentario 1625 de 2016, el artículo 308 de la Ley 1819 de 2016. 

Incluso, en la página de la DIAN reposa la respuesta ofrecida a la Viceministra de Protección Social, del 28 de junio del presente año, mediante el cual la Dirección de Impuestos amplió los plazos para las empresas del sector salud incluidas en tales resoluciones, para implementar la factura electrónica.

Con lo cual se concluye que, de momento, nada demuestra que UCIMED S.A. sea una de aquellas entidades habilitadas o sometidas a la expedición de la factura electrónica que el Juzgado echó de menos en este caso, así que, se reitera, si esa fue la razón de la revocatoria del mandamiento ejecutivo, la decisión se cae por su propio peso. 

Por ello se revocará y, en su lugar, se dispondrá continuar con el trámite del proceso. No habrá condena en costas, porque el recurso prospera (numeral 1º del artículo 365 del CGP).





DECISIÓN

En armonía con lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, REVOCA el auto protestado y en su lugar, se ordena seguir con el trámite legal del presente proceso ejecutivo, iniciado por UCIMED S.A frente a La Nación – Policía Nacional de Colombia – Dirección General del Ámbito Administrativo, Dirección de Sanidad de Risaralda. 
Sin costas.

Notifíquese

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado
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